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La consecuencia práctica de este derecho debe ser que todas las personas tengan la posibilidad de 
disponer de los medios y la formación necesaria para acceder a los servicios que ofrece la nueva sociedad 
digital.

Esto supone que, por parte de los poderes públicos, deben adoptarse las medidas necesarias para que 
todas las personas puedan disponer de acceso a ordenadores o equipos conectados a internet; que se 
garantice el acceso a unos mínimos de conectividad a las personas que se encuentran en situación de 
vulnerabilidad económica; que se ofrezca formación digital a todas las personas que carezcan de habilidades 
en el manejo de las nuevas tecnologías; que se ofrezcan ayudas a todas las personas que carezcan de 
conocimientos digitales y así lo demanden para la realización de gestiones o trámites necesarios; que se 
garanticen unos niveles de conectividad adecuados a todas las personas que residen en el medio rural; y 
que se ofrezcan recursos adaptados para posibilitar el acceso en condiciones de igualdad a la sociedad 
digital de las personas con discapacidad.

Con estas medidas podría solventarse en alguna forma la actual brecha digital e impedir que la misma 
siga ahondándose y afectando cada vez a más colectivos.

1.3.2.5. Discapacidad

1.3.2.5.1. La situación de discapacidad
…

Terminaremos citando como novedad normativa en elaboración, el Anteproyecto de Ley de modificación 
de la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los Derechos y Atención a las Personas con Discapacidad 
en Andalucía, cuyo texto fue remitido en diciembre a informe del Consejo Consultivo de Andalucía, y 
que persigue introducir la accesibilidad o, en su defecto, la asistencia a consumidores con discapacidad, 
en las máquinas expendedoras, suministradoras automáticas o en la modalidad de autoservicio, que 
vendan bienes que puedan poner en riesgo la seguridad de las personas y, particularmente, combustibles 
y carburantes; estableciendo sanciones pecuniarias por el uso indebido de la tarjeta de aparcamiento por 
persona distinta de su titular.

…

1.3.2.5.2. La discapacidad en otras materias

1.3.2.5.2.3. Servicios de interés general y consumo
El Real Decreto 1/2021, de 19 de enero, de protección de los consumidores y usuarios frente a situaciones 

de vulnerabilidad considera que las personas con discapacidad constituye uno de los colectivos sociales 
que presenta situaciones de vulnerabilidad que lo hacen acreedor de un régimen de especial protección en 
sus relaciones de consumo. Así, en la exposición de motivos de la norma se señala lo siguiente:

«Igualmente es necesario hacer alusión a las personas con discapacidad y cómo puede afectar esta 
situación a sus relaciones de consumo. De acuerdo con la Encuesta de Discapacidad, Autonomía 
Personal y Situaciones de Dependencia, elaborada por el INE en 2008 (último informe disponible), el 
número de personas con alguna discapacidad se elevaba a 3 847 900 personas, de las cuales 1 600 000 
aproximadamente son menores de 65 años.

Estas personas se pueden encontrar en diferentes situaciones de vulnerabilidad a la hora de desenvolverse 
en las relaciones de consumo dependiendo de la capacidad de respuesta. En tal sentido, estas personas 
están más expuestas a la quiebra y vulneración de sus derechos como personas consumidoras, por cuanto 
en muchas ocasiones el mercado de bienes, productos y servicios carece de condiciones de accesibilidad 
universal, dificultando su desempeño como consumidores protegidos. Por ejemplo, las personas con 
discapacidad visual pueden ver impedido el acceso a la información que incorporan las etiquetas de los 
productos de uso cotidiano.»
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Entrando ya en la dación de cuentas de las quejas tramitadas en 2020 que afectaban especialmente a 
las personas menores, debemos señalar que, en el ámbito de los servicios de interés general y referido 
concretamente al servicio de suministro de agua, debemos destacar durante 2020 las siguientes quejas:

- Queja 20/1042, en la que se nos denunciaba un corte en el suministro sin aviso previo que afectaba a 
una vivienda en la que residían una persona enferma y dos personas con discapacidad, circunstancia que, 
según nos indicaba el promotor de la queja, era conocida por la empresa suministradora.

Tras solicitar el oportuno informe al Ayuntamiento y a la empresa suministradora se nos indica por 
esta última que el corte de suministro se ha realizado previos los avisos correspondientes y que es al 
Ayuntamiento a quien le corresponde informar sobre las circunstancias sociales de los clientes.

Ante la respuesta recibida nos hemos dirigido al Ayuntamiento para que nos informe sobre la actuación 
de sus servicios sociales, a la vez que hemos requerido de la empresa de aguas acreditación documental 
de las comunicaciones de aviso del corte de suministro dirigidas al titular del contrato.

La respuesta recibida del Consistorio se limita a comunicarnos que la empresa de aguas ha informado 
que el suministro fue restablecido pocos días después del corte tras pagarse la deuda pendiente.

Este informe se encuentra actualmente pendiente de valoración por esta Institución, aunque es evidente 
que no responde a las cuestiones planteadas.

- Queja 20/6033, en la que una mujer nos pedía ayuda al haberle cortado el suministro de agua la empresa 
suministradora. Según nos indicaba era una mujer maltratada, amenazada de muerte por su ex marido 
que recientemente había salido de prisión. En busca de protección se había trasladado a un municipio 
rural donde había ocupado una vivienda desocupada propiedad de un banco, en la que residía con una 
hija discapacitada y otra que se encontraba en esos momentos embarazada. La interesada pedía ayuda 
urgente para conseguir disponer de suministro de agua.

Admitida a trámite la queja nos hemos dirigido por dos veces al Ayuntamiento trasladando el problema 
y pidiendo una respuesta con la mayor urgencia sin que a la fecha de redacción de este Informe hayamos 
conseguido respuesta alguna del Consistorio.

- Queja 20/2076, en esta queja una asociación dedicada a la defensa de los derechos de la comunidad 
gitana nos denunciaba la situación de varias familias que habían ocupado unas viviendas en un municipio de 
la Sierra de Huelva y se encontraban sin suministro de luz y agua. Se pedía la intervención de la Institución 
por haberse ordenado el confinamiento obligatorio y por contar las familias afectadas con menores y 
personas con discapacidad.

Nuestras gestiones con las empresas suministradoras de luz y agua no resultaron fructíferas ya que 
ambas adujeron la inexistencia de contrato y los precedentes de enganches ilegales a la red para negar 
la posibilidad de una reconexión del suministro. Por su parte el Ayuntamiento se limita a indicar que las 
familias están siendo atendidas por los servicios sociales en la medida de sus posibilidades, indicando que 
carecen de medios para sufragar gastos de agua o luz.

En relación con los servicios financieros podemos destacar la queja 20/7696, en la que nos denunciaban la 
estafa a una mujer con un 68 % de discapacidad psíquica por parte de una conocida que la habría inducido 
a solicitar dos tarjetas de crédito en beneficio propio.

La persona promotora de la queja, familiar de la afectada, manifestaba no comprender cómo la sucursal de 
la entidad financiera había podido dar un crédito a una persona con tal grado de discapacidad, considerándolo 
una negligencia bancaria.

Dado que los hechos que nos trasladaban pudieran revestir el carácter de delictivo (estafa), más aconsejamos 
a la promotora de la queja que formulase la oportuna denuncia ante la Policía o el Juzgado de Guardia 
detallando los hechos acontecidos y aportando los elementos de prueba de que disponga, a fin de que se 
instruyeran las correspondientes averiguaciones.
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Asimismo, le recomendamos que se asesorase de profesional que ejerciera la abogacía para personarse en 
el procedimiento que se instruyera o iniciar actuaciones en la vía judicial civil que le permitieran recuperar 
las cantidades que le habían sido apropiadas indebidamente.

En materia de consumo destacar la queja 20/5828, en la que una asociación sin ánimo de lucro, que 
trabaja desde hace 20 años en la atención a personas con discapacidad intelectual, pedía nuestra ayuda 
para recuperar las cantidades pagadas, como entregas a cuenta, en concepto de reserva para el alojamiento 
en un Albergue de Inturjoven, para 60 personas, para las fechas 4 al 13 de abril. Dado que con fecha de 19 
de marzo se produjo la declaración del Estado de Alarma, los interesados se dirigieron a Inturjoven para 
comunicar la cancelación de la reserva debido a la situación existente, solicitando la devolución íntegra del 
importe abonado.

La propuesta de la Institución que dirige la Red de Albergues de la Junta de Andalucía fue la de retener un 
30 % de la cantidad entregada, cantidad que se descontaría del monto total si la asociación hacía uso de los 
Albergues Inturjoven en el plazo de un año desde el fin del estado de alarma.

La asociación, conocedora de las disposiciones contenidas en el artículo 36.1 del Real Decreto-ley 11/2020, 
de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente a la COVID-19, que les permitían optar entre aceptar los bonos para hacer uso del albergue 
en el plazo de un año o exigir la devolución integra del dinero depositado, manifestaba haber ejercido la 
segunda opción y haber requerido a Inturjoven la devolución integra de lo abonado en concepto de reserva.

Aducían para justificar su decisión que la situación de alarma provocada por la pandemia había producido la 
paralización de las actividades de la asociación, provocando una situación económica precaria en la misma, 
por lo que necesitaba la trasferencia inmediata de la cantidad depositada y retenida por Inturjoven.

Asimismo, alegaban la incertidumbre de la situación sanitaria que aconsejaba evitar desplazamientos 
innecesarios, señalando que, entre las personas discapacitadas integradas en la Asociación, existía población 
de riesgo a la que se debía proteger en esas circunstancias.

Finalmente nuestra intervención no tuvo necesidad de concretarse ya que el problema se solucionó al 
aceptar Inturjoven la petición de devolución instada por la asociación.

1.4. Educación
1.4.3. Análisis de las quejas admitidas a trámite. Enseñanzas Universitarias
1.4.3.1. La Universidad andaluza ante el reto de la pandemia

…

Especial referencia tenemos que hacer aquí a la queja 20/3300, iniciada de oficio por esta Institución en 
relación con la realización de exámenes en formato no presencial por parte de las Universidades andaluzas.

Tal y como se expone en dicha queja, los motivos por los que esta Institución consideró oportuno acometer 
este proceso de evaluación cuando aun se mantenía la situación de confinamiento domiciliario por la 
declaración del estado de alarma fueron varios: en primer lugar, porque ya se estaban recibiendo quejas 
relacionadas con esta cuestión, en unos casos por disconformidad con el procedimiento elegido, en otros 
casos por discrepancia con la forma de aplicar dicho procedimiento en alguna universidad o por parte de 
algún profesor. También se estaban recibiendo quejas por incidencias específicas ocurridas durante la 
realización de algún examen (cortes en la conexión wifi, cortes de luz, etc), que generaban incertidumbre 
en las personas afectadas, tanto por sus consecuencias académicas, como por el desconocimiento acerca 
de la forma de plantearlas y resolverlas.

…
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